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Recurso de agravio constitucional inlerpuesto por don Jaime Chapoñan Su)¡n
contra la resolución de fojas 106, de fecha 20 de setiembre de 2017, expedida por la
'l'ercera Sala Civil de la Cofte Superior de Justicia de Lima que, confirmando la

apelada, declaró improcedente la demanda de autos.

¡ la sentcncia cmitida cn cl [xpcdic¡te 00987-20 i 4-PA/TC. publicada en e] diarir¡
oltci¡l lil Peruano el 29 dc agoslo dc 201:1. este Tribunal estableció, en el

lundamenlo 49. con carácler de precedentc, que sc expedirá sentencia interlocutoria
dcnegelü'ia, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno d¡r los siguientes
supucstos, que i8ualmente están contenidos en el arriculo I I del Reglamento
Nonnativo del Tribunal Constitucional:

a) Carezca de fundamentación la supuesla vulneración que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuqstión de Derccho invoc¡da contradiga un preccdente dcl lribunal

Const;tucional
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

Iln cl p¡csente caso, se cvidcncia que el recurso dc agravio no está rclerido a una

cuestión de Derecho de especial lrasce¡dencia constitucional. Al respeclo. un
recurso carece de esla cualidad c!¡a¡do no eslá relacionado con el contcnido
constitusionalmente protegido de un dcrecho fundamenlal; cuando versa sobre un

asunto materialmente ercl!¡ido del p¡oceso de lutela de que se lrala; o, finalmljnte.
cuando lo prelcndido no alude a un asunlo que requiere una lutela de especial
urgencia.

Exprcsado dc otro l¡odo. y lcnicndo cn cuenla Io precisado en el lunda¡ncnto 50 de
la sente¡cia emitida en el Expedienle 00987-201,1-PA/ fC, una cLrestión no reviste
espccial trascendencia cons¡itr¡cional en los siguienles casos: (l) si una lltum
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resolución del Tribunal Constitucional no resulta indispensable para solucionar un

conflicto de relevancia constitlrcional, pues no exisle lesión que comprometa el

derecho lundamental involucrado o se trala de un asunto que no corresponde
resolver en la vÍa constitucional; o (2) si no cxiste necesidad de tutelar de manera
urgente el derecho constilr¡cional invocado y no median razones subjetivas u

objetivas que habiliten a este órgano colegiado para emitir un pronuncia¡ricnlo de

fondo.

causa, el actor solicita que se decleren nulas

olución 16, de fccha2l dc diciembrede201l. expedida porel Vigésinro
ercer Juzgado Laboral de la Co¡1e Superior de Juslicia de Lime (f. 3) quc

La resolución de fecha 3 de octubre de 2012 expedida por la Primera Sala
Laboral de la Corte Superior de Justicia de Lima (l 9) que confinnó la

Resolución l6; y,

La rcsolución de fecha 19 de junio de 2013 recaída en la Casación Laboral
171 l-2013 Lima (f. l7), emitida por la Sala de Derecho Constitucional y Social
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Rep(rblica que declaró
improcedcntc su recurso dc casación.

5. En líneas generales, el actor considera que las resoluciones cuestionadas vulneran
sus derechos i'undamentales a la tutela jurisdiccional efectiva y al debido proceso.
pues no se aplicó el principio de Ia primacía de la realidad al determinar quc la
relación laboral sostenida con su empleador eru una de naturaleza civil. cuando k¡
correclo era señ¡lar que se lralaba de una relación de nalLrraleza laboral.

6. Al respecto, esta Sala del Tribunal Constitucional advierte que la resolucion
casatoria de fecha 19 dejunio de 2013 (f. 16), Ie f'ue notificada al recurrente con
fecha 12 de agosto de 2013; sin embar8o, la demanda de anrparo fue interpuesta el
22 de junio de 2015, es decir, habiendo transcurrido el plazo de 30 días previsto
para su interposición conformc lo señala cl arlícülo 44 del Código Procesal
Constit!¡cional. Por tanto, no cabe emitir pronunciamiento de fbndo en la presente

causa.

dcclaró iniundada su demanda sobre indemnización por despido arbilrario y
pago de beneficios sociales seguida contra Guslavo Abraham SACI
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7. En consecuencia, y de Io expuesto e¡ los fundamentos 2 a 6 s¡/pra, se verifica que

cl presente recurso de agravio ha incurrido cñ Ia causal de rechazo previsu en el

acápite b) del lundamento 49 de la scntcncia er¡itida en el Expediente 00987-2014-
PA/I'C y en el inciso b) del artículo 1l del Reglamento Nor¡ativo del Tribunal
Constitucional. Eñ tal sentido, corresponde declarar, sin más trámite, improoedenle
el rccurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el fribunal Constitucional, con la autoridad que le
confiere la Conslilucióñ Política del Perú, y la participación del magisirado Espinosa-
Saldañe Barrcra, convocado para dir¡nir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

RUSI It'.LV['.

Dcclarar IMPROCI]DENTE clrccumo dc agravio constitucional porquc la cüestión dc
Dcrecho conicnidai]n el recurco c¡rece de cial lrascendcncia constilucional

Í
MIRANDA CANALES
SARDÓN Dtr TABoADA
DSPINoSA-SALDAÑA /-p ";((

Lo gue/ ig@rÍif¡ao:
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me oto¡ga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGA'IORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:
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EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL CoMo CoRTE DE Rf,vISIÓN o FALLo Y No DE

CAsACIóN

1. La Constitución de 1979 creó el T¡ibu¡ral de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad Íoc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territo o nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en fo¡ma delinitiva sobre la causa- Es
decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como alnenaza o lesión a los
derechos reconocid,rs en Ia Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese r¡omento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una ¡esolución de[egatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a Ia Coñe Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.
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4. El modelo de tutela ante amenazas y wlneración de derechos fue se amente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuat¡o, a saber, habeas corpus, ¿,fiparc, habeas dala
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, arur cuando la Constitución Io
caliñca e¡aóneamente como "órgano de control dl3 la Constitución". No obstante, en

materia de procesos constitucionales de la libefiad, la Constitución establece que el
Tdbunal Constitucional es instancia de ¡evisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Peú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que coresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhima y
definitira ¡nstancia, las resoluciones denegatorids dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y accíó de cu plirhiento". Esta disposició[
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diveNa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como hn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancía del debido proceso y tutela
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jut¡sdicción
predeterminada por la ley, ni sometida a procedím¡ento dístínto de los pret iamente
establecidos, i juzgada pol órganos jurisdiccíonoles de excepción ni por
com¡s¡ones especiales creadas al efecfo cualquiera sea su denominación",
consagrada en el aúículo 139, inciso 3.

6. Como se adviefe, a diferencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certíorari
(Sup¡ema Cofte de los Estados Unidos), en el Pe¡ú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intelpretación de la Co¡stitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si 1o que
está en discusión es la supuesta alnenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente pa¡a que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un ponnenorizado
análisis Je lo que se pretende. de lo que se invoca.
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EL DERf,cHo A sER oiDo coNro MANTFESTACIóN DE LA DEMOCRATIZACIóN DE Los
PRocosos CoNSTrrucroNALEs DE LA LIBERTAD

7. Lo constitucional es escucha¡ a la paúe como concretización de su derecho

i¡renunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más

efectivo medio de defensa de los derechos fundame¡tales frente a los pode¡es

públicos y privados, lo cual evidencia el t¡iunfo de la justicia frente a la
a¡bitra¡iedad.

8. La administración de justicia constitucional de la libefiad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, cor¡o coresponde, del derecho de

defensa inherente a toda persona, cL¡ya manifestación p¡imaria es el derecho a ser

oido con todas las debidas gamntías al interior de cualquier proceso en el cual se

deteminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin ¡ealizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de maüe¡a escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el p ncipio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucioral.

10. Sobre la interyención de las partes, colresponde señalar que, en tanto que la
potestad de admi¡istrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

b¡inda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, 1o que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De Io contrario, se decidi¡ía sobre Ia esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque cl Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino po. la justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte Interamericana de De¡echos Humanos ha establecido que el

derecho de defensa "obligd al Estado a trafat al indítíduo en to¡lo onento como

un wrdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no

simplemente como objeto del mísmo"t,y qrte "pard que exisla .lebido proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus

iúeleses en forma efecffua y en condiciones de igualdad procesal con otros
just¡cidbles'2.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pam su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justilicado y co[cretado en supuestos especificos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no delinirlo, ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párt fo 29.

'Co.te fDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentercia del 21 de junio de 2002, pánafo 146.

rnu

NATURALEZA PRoCf,SAL DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho TribuÍal es su intérprete supremo, pero no su reformado¡, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso corstitucional de la libertad la denominada
"sentencia inte¡locutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con Ios artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el

Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indefemión.



"hq¿
§ry/\Bl,

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Hilil iltil iltil I il
EXP_ N.' 04989-20 t7-PA/TC
LIMA
JAIME CHAPOÑAN SUYóN

afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser

oído con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y

carentes de predictibilidad, al'ectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de preselltar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, zatatís n\utdndis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia

oo98'1-2014-PNTC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros

fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-

2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafimación de la naturaleza

procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.

vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
ciefo, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el preseote ca§o se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitr.¡cional, en ta¡to instancia última y

definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial:
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de de¡echos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferero Rebagliati, "la defensa del de¡echo de uno es, al mismo
tiempo, u¡a defensa total de la Constitucióq pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comu¡idad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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